  



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

   
    SALA N° 6 DE ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo.  

Pereira, abril veintiuno de dos mil nueve
Expediente 66001-31-18-001-2009-00022-01
Acta Nro. 148 de abril 21 de 2009
Decide la Sala la impugnación interpuesta por Diana Milena Franco Ramírez contra la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal para Adolescentes de Conocimiento de Pereira dentro de la acción de tutela promovida por Diana Milena Franco Ramírez contra la Red de Solidaridad – Acción Social Sistema de Atención Integral a la Población Desplazada “SNAIPD”.
ANTECEDENTES
Diana Milena Franco Ramírez instauró esta acción de tutela en contra de la Red de Solidaridad – Acción Social Sistema de Atención Integral a la Población Desplazada “SNAIPD”, invocando la protección de su derecho a la vida en condiciones, con el fin de que se le ordenara a la entidad que la incluya en “ayuda humanitaria” en los términos dispuestos por la sentencia C-278 de 2007.
Expone, como fundamento de su petición, que pertenece a la fundación Esperanza de un Pueblo de la ciudad de Pereira, entidad creada para orientar a la población desplazada; que a raíz del conflicto armado interno del país se encuentra en la ciudad de Pereira en esa condición; que a pesar de sus insistencias ante la Personería  y la Defensoría no ha recibido la ayuda humanitaria que le corresponde entregar a Acción Social de la manera como lo estableció la sentencia C-278 de 2007, razón por la cual elevó petición ante la Presidencia de la República para que se le reconociera la ayuda dispuesta por la Ley 387 de 2000, a la cual recibió como respuesta que recibiría una visita que aún no ha ocurrido; y que su situación no sólo es de vulnerabilidad sino de mendicidad. 
La acción fue repartida al Juzgado Primero Penal para Adolescentes de Pereira con Función de Conocimiento, despacho que la admitió, ordeno dar traslado a la accionada y recibió una declaración a la accionante, oportunidad en la que ésta amplió los hechos e indicó que recibió $1.300.000 para el “proyecto productivo”, suma que es insuficiente para iniciar un negocio que les permita sostenerse a ella y a su familia; que tenía una finca en el municipio de Puerto Asís (Putumayo) que se vio obligada a abandonar en mayo de 2008 por amenazas que le hizo la guerrilla; que su núcleo familiar lo conforman sus dos hijas y ella es quien procura el sustento de las tres porque apenas recibe una ayuda mínima del padre de su hija menor; y que durante cinco meses recibió como ayuda un mercado mensual, durante tres meses el pago del arrendamiento y con el dinero que recibió instaló una pequeña tienda, pero ésta no produce ganancias suficientes para atender los  gastos de su hogar.
La accionada respondió que Acción Social es un establecimiento público encargado de la coordinación del Sistema Nacional de Atención a la Población Desplazada “SNAIPD”, y que sus facultades de ejecución de tal programa consisten en la entrega de la ayuda humanitaria de emergencia durante tres meses que se le brindó oportunamente a la accionante, y una prórroga de tal ayuda por un mes, beneficio que le será concedido una vez ella se acerque a la Unidad de Atención y Orientación de Pereira; que las demás ayudas las prestan otras entidades que hacen parte del SNAIPD, las que relaciona en su respuesta y, por tanto, es a estas a las que debe acudir la población desplazada. Finalmente argumenta que la tutela invocada es improcedente por cuanto se ha configurado un hecho superado, y por otra parte, porque en lo que compete a Acción Social ésta ha realizado todas las gestiones encaminadas a la protección legal que se reclama.
El juzgado de conocimiento, mediante sentencia del 2 de marzo del año en curso, negó la tutela por cuanto consideró que la accionada ha realizado todos los actos que le competen para brindar protección a Diana Milena Franco Ramírez, conclusión a la que llegó luego de constatar que Acción Social le brindó a la actora la ayuda humanitaria dispuesta por la Ley 387 de1997 y el auxilio adicional de la prórroga de dicha ayuda, y porque consideró que, en efecto, los demás beneficios consagrados a favor de personas en situación de desplazamiento deben ser reclamados a entidades distintas a la convocada en esta acción.
Tal decisión fue oportunamente impugnada por la accionante, y corresponde ahora a este despacho decidir de fondo el asunto, lo cual se hará conforme a estas,  

CONSIDERACIONES

La acción de tutela fue instituida por  la Constitución Política de1991 como un mecanismo sumario y excepcional que permite a toda persona acudir ante un juez a invocar protección especial para sus derechos fundamentales, cuando son objeto de amenaza o vulneración por la acción u  omisión de las autoridades públicas o, en algunos casos, de los particulares.
En el caso que se somete al presente análisis se puede constatar el cumplimiento de los elementos mencionados en la anterior premisa, pues la accionante es una persona que actúa en su propio nombre y tiene facultad para hacerlo, dirige su reclamo contra “Acción Social”, establecimiento público dotado de personería jurídica, que por lo tanto puede soportar formalmente esta acción, y se está invocando protección para el derecho a la vida en condiciones de dignidad.

En tal orden de ideas, la procedencia de la tutela invocada depende de que realmente exista vulneración o amenaza de tal derecho, y que ella provenga de acciones u omisiones de la demandada.
Para ese fin, lo primero que debe acotarse es que es cierta la conclusión a la que llegó el juez de primera instancia de que Acción Social ha desplegado todas las actuaciones primarias que son su responsabilidad en el proceso de protección para la señora Diana Milena Franco Ramírez y su núcleo familiar, pues así se deriva de las propias afirmaciones hechas por la actora. Quiere decir ello, que existe certeza de que la entidad accionada entregó a dicha señora la ayuda humanitaria que le corresponde de acuerdo a la Ley 387 de1997, e incluso, ahora concedió una prórroga de esa ayuda por un mes.
Sin embargo, esa sola conclusión no es suficiente para afirmar que no es procedente la tutela invocada, puesto que según lo entendió la Corte Constitucional al estudiar la constitucionalidad de la citada ley dejó dicho que la ayuda humanitaria, si bien es legítimo y conveniente que sea limitada en el tiempo, tal limitación la impone el lapso que tome lograr que la persona objeto de protección logre obtener los medios necesarios para procurar para sí y para de ella dependen, una vida en condiciones de dignidad
.
Conforme a lo anterior, si Acción Social suministró a la demandante la ayuda humanitaria por tres meses y posteriormente prorrogó tal ayuda por un mes más, pero luego dejó de brindar dicha ayuda sin que para entonces ella hubiese alcanzado los medios que garantizaran a su núcleo familiar unas condiciones dignas de vida, pudiera concluirse, en principio, que trasgredió ese derecho fundamental, máxime cuando se afirma en el escrito inicial que la demandante desde hace varios meses dejó de recibir la ayuda humanitaria y la prórroga de tal auxilio solamente se dio una vez en trámite esta acción. 
Aún así, la tutela invocada continúa siendo improcedente tal como lo concluyó el Juez de conocimiento, porque si bien es evidente que Acción Social cesó en ese reconocimiento, también lo es que la actora no ha acudido a dicha entidad a reclamar su continuidad; específicamente no ha reclamado a la entidad que continúe reconociéndole la ayuda humanitaria que inicialmente se le brindaba, pues la única petición elevada, que por cierto invoca una protección general y abstracta para un grupo de personas, es aquella que se dirigió al Presidente de la República y no a la accionada. 
Así las cosas, lo que resulta de la situación analizada es que Acción Social cumplió con su obligación de otorgar a Diana Milena Franco Ramírez la ayuda humanitaria que ordena la Ley 387 de 1997 por el tiempo que la misma norma ordena y luego de ello no se evidencia iniciativa alguna de la actora para que la entidad mantuviera la ayuda en los términos de la sentencia C-278 de 2007; es decir, que la accionante no ha desplegado actividad alguna tendiente a demostrar que la afectación de las condiciones de dignidad de su vida y la de sus hijas no ha sido superada, ni le ha pedido a la demandada que continúe suministrando la ayuda de la que se viene haciendo mención.
En esas condiciones es imposible concluir que haya una negativa por parte de Acción Social y, por tanto, que esté vulnerando el derecho cuya protección se invoca, lo que torna improcedente la acción, así que la sentencia debe confirmarse.
Lo anterior, no obsta para que la señora Franco Ramírez se dirija a Acción Social para que, previos los procedimientos del caso, dicha entidad constate sus condiciones de vida y disponga lo que sea pertinente en cuanto se refiere a la continuidad en el suministro de la ayuda humanitaria.




DECISIÓN

  



En mérito de lo expuesto, la Sala 6ª de Asuntos Penales para Adolescentes, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes de Pereira con Función de Conocimiento, dentro de la acción de tutela promovida por Diana Milena Franco Ramírez contra la Red de Solidaridad – Acción Social Sistema de Atención Integral a la Población Desplazada “SNAIPD”.

   



Notifíquese 





Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                      FRANCO RENGIFO MATTA 









� Sentencia C-278 de 2007, M.P. Nilson Pinilla Pinilla.
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